
·04 MEJORAR LAS NORMAS·

Nueva ley educativa
Nueva ley educativa sin consenso ¿Cuál es el futuro de los centros 
específicos de educación especial?
El año 2020 ha traído consigo la aprobación de una nueva ley educativa. Se trata de la Ley Orgánica 
3/2020, de 29 de diciembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, 
publicada en el Boletín Oficial del Estado de 30 de diciembre (Lomloe). Es la octava ley educativa de la 
democracia, la cual, como sus predecesoras, ha sido aprobada sin el suficiente consenso de todas las 
fuerzas políticas.

Han sido muchas las ocasiones en las que esta Defensoría ha apelado a un pacto que haga posible 
apartar a la Educación de la confrontación política y que evite los continuos cambios normativos que 
se realizan en materia educativa cada vez que se produce una alternancia política, por muy legítima 
que esta sea. Sin embargo, una vez más, hemos de lamentar que la nueva Ley orgánica carezca de ese 
necesario acuerdo político, circunstancia que sin duda ha contribuido a la existencia de una controversia 
social entre sus partidarios y sus detractores.

La recién aprobada norma incluye varios cambios de mayor o menor calado con respecto a la ley 
anterior (Lomce). Hay modificaciones de tipo organizativo, relativas a la oferta de plazas escolares o la 
construcción de nuevos centros; y de tipo educativo, que atañen a la promoción de curso o las materias 
que se impartirán en las escuelas. Pero, sin duda, uno de los cambios más polémicos y que mayor 
debate social ha ocasionado, se refiere a la educación especial, en concreto, por el temor de algunas 
asociaciones de familias y profesionales al cierre de los centros específicos de educación especial.

Y la pregunta que se ha venido formulando desde distintos sectores: ¿Pone término la nueva ley 
educativa a los centros específicos de educación especial? Pues bien, la Lomloe no contempla de 
manera expresa la decisión de eliminar los centros específicos de educación especial. Lo que sí hace 
es otorgar un plazo de diez años para que «los centros ordinarios cuenten con los recursos necesarios 
para poder atender en las mejores condiciones al alumnado con discapacidad». No obstante, añade 
que «las Administraciones educativas continuarán prestando el apoyo necesario a los centros de 
educación especial para que estos, además de escolarizar a los alumnos y alumnas que requieran una 
atención muy especializada, desempeñen la función de centros de referencia y apoyo para los centros 
ordinarios» (Disposición adicional cuarta).

Como no puede ser de otro modo, atendiendo a la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad de Naciones Unidas y en cumplimiento del cuarto objetivo de Desarrollo Sostenible de la 
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Agenda 2030, las administraciones educativas deben garantizar para todo el alumnado una educación 
inclusiva y de calidad que les permita su realización personal y social en igualdad de condiciones que 
los demás, dotando para ello a los centros educativos de todos los recursos y medios necesarios para 
hacerla posible y real.

Pero esta loable proclama inclusiva no puede hacernos olvidar que hay determinados alumnos que, 
por la gravedad de sus patologías o sus singulares características, no pueden realizar su proceso 
educativo en un centro ordinario, precisando de una atención muy especializada que solo puede ser 
proporcionada en recursos específicos. Los centros específicos de educación especial, por tanto, son 
necesarios para algunos alumnos y, en el actual contexto, sería un grave error promover su supresión.

Ahora bien, ello no empece para reconocer que algunos 
niños y niñas escolarizados en colegios específicos, 
mayoritariamente aquellos afectados por trastornos graves 
del comportamiento, lo están no por sus necesidades 
sino por la incapacidad de los centros ordinarios para su 
debida atención integral. A estos niños se les está negando 
el derecho reconocido desde todos los ámbitos a una 
escuela inclusiva que le permita su realización personal 
y social en igualdad de condiciones que los demás. Para 
estos alumnos la Administración educativa se encuentra 
obligada a implementar todos los recursos necesarios, 
siempre que puedan ser objeto de ajustes razonables, para 
su escolarización en un centro ordinario.

La disyuntiva, por tanto, no debe estar entre el centro ordinario y el centro específico. De lo que se 
trata es de que, velando por su interés superior, cada alumno y alumna tengan acceso al recurso que 
realmente necesita para el desarrollo de sus capacidades y habilidades, poniendo a su disposición 
todos los medios que permitan su inclusión. Solo cuando con fundamento en su interés superior no sea 
aconsejable la escolarización en un centro ordinario, se debe facilitar su acceso a un centro específico 
de educación especial.
Más Información en Informe Anual 2020. Capítulo 1.4. Educación, epígrafe 1.4.1

“Los centros específicos 
de educación especial, 

por tanto, son necesarios 
para algunos alumnos 
y, en el actual contexto, 

sería un grave error 
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